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DOCTR.INA 
EL "PUNTO COMERCIAL" EN LA LEGISLACION DOMINICANA 

Carmen Paulino Fiallo* 

El estudio de nuestra legislación comercial, de las decisiones prácti­
cas establecidas por los Tribunales y la apreciación de la insuficiencia 
doctrinaria en este campo nos permitió ver la necesidad de realizar un 
trabajo sobre uno de los factores comerciales, que por su misma natu­
raleza ha venido incidiendo poderosamente en todas las relaciones co­
merciales existentes. Nos referimos a lo que en nuestro país se deno­
mina "Punto Comercial" y que en Francia se conoce como "Estable­
cimiento Comercial". 

Se suele decir, en nuestro país, que un comerciante establecido en 
forma permanente o prolongadamente ocasional desarrolla sus activi­
dades a través de un "Punto Comercial". Y no es usual apreciar con­
tratos de compra y venta de los puntos comerciales sin que ello impli­
que necesariamente la transferencia de los bienes mobiliarios que 
componen el' patrimorúo corpóreo del comerciante vendedor. Pero 
... ¿Qué se entiende por Punto Comercial? 

Cuando el comerciante se establece en un local o espacio físico 
mesurable y cuantificable, todas sus operaciones, se originan, desa­
rrollan y se extinguen en ese punto perfectamente ubicable en el es­
pacio geográfico. Las personas que tratan con el comerciante en es­
te caso, no solamente los demás colegas de su quehacer sino también, 
los compradores· de sus productos o efectos muebles, tienen necesa­
riamente que realizar sus operaciones en ese punto y no en otro, a 
menos que se trate de un comerciante nómada cuyas relaciones pot 
tener otras características no se aprecian o analizan en la presente 
investigación. 

Esas relaciones constituyen el quehacer usual del comerciante, 
_pero también son las que le otorgan su naturaleza peculiar a las re­
laciones jurídicas aludidas. En la medida en que esas relaciones van 
ensanchándose, en esa misma proporción el establecimiento fí~ico en 

*Licenciada en Derecho UCMM, 1986. Este trabajo es un resumen de su tesis de grado. 
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donde se desenvuelven va adquiriendo una evidente connotación que 
para usar un término propio, es definido por la psicología social 
mo "Proyección Social". · 

Podría decirse que al margen o correlativamente al hecho material 
del desarrollo económico del comerciante también se establece un 
acrecentamiento de la fama de éste. Pero que tiene una característi­
ca muy singular: no sigue a la persona del comerciante sino que en­
vuelve en forma ineludible el espacio físico en donde desarrolla sus 
actividades. Ese fenómeno de Psicología Social es lo que nos permite 
indicar una casa como de mala muerte y no precisamente a las perso­
nas que habitan la vivienda. 

El establecimiento Comercial no es precisamente el Punto Comer..: 
cial, ya · que el primero obedece a la noción jurídica establecida en el 
artículo 1 O 2 del Código Civil, y el segundo podría ser una consecuen­
cia del primero; aunque como veremos en el desenvolvimiento de la 
presente investigación llega a adquirir cierta vida independiente a su 
receptáculo material. 

El Punto Comercial se aprecia así como una relación indispensable 
entre el Establecimiento Comercial y su propia proyección y admi­
tiendo la multiplicidad de relaciones existentes entre el comerciante, 
propietario del primero, y los terceros, sujetos de esa misma relación, 
no nos sorprenderá la diversidad de definiciones que al respecto se 
han podido recoger y establecer. 

Hay quien ha señalado que el Punto Comercial es la fama de un Es~ 
tablecimiento Comercial.1 Otros en cambio, lo consideran como un 
activo en el patrimonio del comerciante. Pabiero lo define como "la 
actitud y posibilidad del Establecimiento Comercial para generar nue­
vos beneficios en función a las actividades establecidas del comer­
ciante". 2 Por último hay quienes consideran que no existe como tal, 
sino que es una mera apariencia del quehacer material del comerci~n-

Apréciese que las defmiciones dadas, destacan el hecho de que el 
comerciante establecido, conjuntamente con sus actividades usuales 
genera a veces, en fonna inconsciente, unas expectativas de benefi­
cios materiales que por la misma naturaleza de su actividad c-onstitu­
ye una posibilidad de ganancia que a su juicio debe ser reglamentada 
por el legislador. 

Esas defmiciones comenzaron a ser apreciadas en el ámbito jurídi­
co desde el momento en que Francia desarrolla su Revolución lndus-
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tria! o lo que es lo mismo a fines del siglo XIX, y es que esa época 
marca para ese país y la mayoría de esos países de los que componen 
la Europa Occidental un período de prosperidad econónúca, 
originando el establecimiento de nuevas relaciones productivas encau­
sadas a la transformación del sistema agrícola artesanal en sociedad 
industrial, todo ello por efecto de la mecanización de la agricultura y 
de la inversión de los capitales en el área de la textilería y metalur­
gia.4 

La expansión de las relaciones mercantiles fomentó nuevas modali­
dades jurídicas y alteró los cuadros tradicionales del Derecho Priva­
do. 

Ello a su vez determinó la aparición de nuevas interpretaciones del 
fen6men0 jurídico. De ahí que, aún no siendo contemplado por el 
Código Civil, apareciera toda una legislación en torno al Punto Co­
mercial, como una tentativa de reglamentar una evidente desmembra­
ción del derecho de propiedad . 

, El Punto Comercial como instrumento jurídico, posee rasgos o 
caracteres singulares e inmanentes que hace que tenga una tipifica­
ción especial que lo diferencia de otros, como son : 

A. 

B. 

c. 

D. 

. , 

Tiene su existencia en un hecho contractual del hombre o en la 
núsma ley. 

Es de naturaleza comercial, ya que regula relaciones entre co­
merciantes o entre estos y los terceros. 

Implica necesariamente un principio dinámi~o o lo que es lo 
núsmo una serie de expectativas de beneficios pues constituyP; 
lo que se denomina represen~ción de comercio. 

1 

No es ocasional pues tiene precisamente como base un quehacer 
constante y continuo. 

Si apreciamos, aunque sea someramente, las características antes 
aludidas podemos comprobar fácilmente, que el verdadero carácter 
del Punto Comercial, es el hecho jurídico de un Establecimiento Co­
mercial cuya evolución y existencia se realiza en el mundo de las re­
gulaciones e intereses mercantiles. La existencia del Establecimiento 
Comercial es el producto de un convenio, esencialmente de un arren­
danúento establecido entre el propi~tario y el tercero. Pero puede 
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darse el caso de que el propietario del inmueble sea también, su pro­
; pio ocupante, caso en el cual se confunde en él la calidad de poseedor 

y propietario de las expectatj.vas y posibilidades comerciales que s~ 
derivan de su quehacer. · 

Lo usual, y aquí radica la dificultad jurídica del asunto, es que el 
Fstablecimi~nto Comercial sea el ejercicio normal del goce operado 
por el inquilino sobre la propiedad arrendada. 

t 
Sin emJ:>.?fgO, si el Punto Comercial no fuese una expectativa cons­

tante carecería de toda solidez legal, puesto que no tendría uno de 
los elementos que componen el derecho personal de crédito, consis- · 
tente en una relación jurídica entre acreedor y deudor. 

NATURALEZA DEL PUNTO COMERCIAL 

El Punto Comercial envu~lve, necesariamente , una relación perso­
nal, pero que por sus características afecta el inmueble alquilado. En 
razón a la reunión de estos factores jurídicos hay quien ha querido 
ver en su naturaleza un Derecho Real y hay quienes lo conceptúan de 
naturaleza personal. Pero ... ¿Es un derecho personal o es un dere­
cho real? 

No carece de relevanci~ .• el precisar la naturaleza verdadera del 
Punto Comercial y es que del establecimiento de dicha naturaleza de­
penderá el género de acción a seguir para reivindicar la cosa alquilada. 

Es el caso de si fuese un derecho real afectaría en forma permanen­
te el inmueble alquilado y el ejercicio de la acción pertinente estaría 
revestido de característica.s distintas al ejercicio de las acciones perso­
nales, tanto en cuanto a la competencia de los Tribunales como en 
cuanto a la caducidad, prescripción, etc. · · ' 

Sin embargo, en Francia se aprecia últimamente una tendencia a 
convertir en real el derecho del comerciante sobre el Punto Comer­
cial. Existen,, inclusive disposiciones administrativas que permiten al 
comerciante inscribir en el registro correspondiente la existencia .de 
su crédito y ello implica que para realizar cualquier transferencia del 
mismo se hace necesario tomar en consideraciones esas relaciones ju-
rídicas. · 

A nuestro entender es un Derecho Personal; es una relación de cré­
dito entre el propietario del establecimiento comercial y los terceros, 
incluyendo· al propietario del inmueble alquilado. Nuestra posición 
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deriva del hecho de que el comprador del inmueble no adquiere con 
ésta la aceptación o carga que en favor del comerciante pueda existir. 
Es entonces que puede el comprador ignorar la existencia del Punto 
Comercial y adquirir la nuda propiedad. 

Ahora bien, el propietario del Punto Comercial puede demandar al 
propietario del · inmueble en enriquecimiento ilícito bajo el predica­
mento que son de su pertenencia las expectativas comerciales que se 
derivan de la existencia del Establecimiento Comercial de su propie­
dad . 

Siendo el Punto Comercia\ una expectativa seria y actual surgida 
del quehacer del mismo arrendatario comercial, es obvio, que proce­
da tal como precedentemente hemos sefialado de un hecho jurídico 
cierto: la existencia de un Establecimiento o de un Domicilio Co­
mercial; de un quehacer, de una actividad constante y coherente en­
caminada a la obtención de beneficios y ganancias en función de la 
mecánica usual de la ley de la oferta y la demanda. 

En nuestro país el Punto Comercial, se plantea cómo una situación 
de hecho, lamentablemente aún no reglamentada, por nuestro legisla­
dor, a excepción• de lo que prevee el artículo 6 en su párrafo II de la 
Ley 40 7 del afio 19 72, como veremos más adelante. 

' 

Esta falta de reglamentación plantea situaciones irritantes y dolo­
rosas cuando el propietario del bien alquilado ejerce la acción en rein­
vindicación del mism9, prevista y sancionada por el artículo 3 del De­
creto 4807 del afio 1959. 

Así nos encontramos con que un propietario ambicioso, y a veces 
de mala fe, desmantela un establecimiento comercial con una existen­
cia, tal vez, anterior a la adquisición de su derecho de propiedad, sin 
que el propietario del mismo pueda ejercer acción alguna en protec­
ción de sµs legítimos derechos. · 

La Suprema Corte de Justicia, en dos de sus sentencia hace alusión 
al Punto Comerical. *5 

EL PUNTO COMERCIAL, SU EXTENSION. 

SUS LIMITACIONES. 

Paradójicamente, aunque el Punto Comercial es una limitación al 
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derecho absoluto de propiedad, también es limitado por ese mismo 
derecho, ya que el propietario del establecimiento comercial, aunque 
puede disponer de el, no puede disponer ni enagenar la base material 
en donde descansa, ya que el dueño del inmueble siempre conserva la 
nuda propiedad, salvo las reservas legales de la prescripción adquisiti­
va establecidas en el Código Civil. 

Técnicamente el Punto Comercial también está limitado por su 
propia naturaleza, y es que si su propietario cambia su derecho de in­
quilinato o varía su objeto, es obvio que lo hace desaparecer, 
atenuando el derivado derecho de crédito, que personalmente tiene 
frente al propietario y los terceros. Gráficamente es el caso de un co­
rr.erciante propietario del establecimiento que lo vende a fin de ser 
convertido en habitación de un hotel. 

El Punto Comercial es divisible, aunque de una forma sui generis 
sin que ello implique una dtismembración del crédito personal de su 
propietario. Por tanto el comerciante dueño del Punto Comercial, 
puede muy bien sin agraviar su naturaleza, dedicar el mismo, a servir 
de base a otras operaciones comerciales distintas a las originales. 

DERECHO DE RECUPERACION DEL PROPIETARIO 

A pesar de todas las limitaciones establecidas por el legislador al 
derecho del propietario, éste aún conserva su vigor, ya que todavía 
no se le ha sustraído al propietario del inmueble su derecho a la dis­
posición y el ejercicio del inmueble de su propiedad. 

La misma legislación francesa, modelo cada día más estrecho del 
fenómeno del desmembramiento de la propiedad inmobiliaria, le per­
mite al propietario' recuperar la cosa alquilada en manos del comer­
ciante arrendatario. Ello opera tras una transmutación del derecho 
de crédito del comerciante. 

Puede acontecer que dicho crédito evaluado cuantitativamente sea 
superior-al precio de venta del bien alquilado, caso en el cual el Esta­
do a través de sus Organismos Administrativos interviene mediante 
amigables componedores y de peritos tasadores. 6 

Por otra parte, también tiene la opción de recuperar el imueble 
alquilado cuando el arrendatario incumple claúsulas bases del con­
trato intervenido, aunque naturalmente regulada y sancionada la ac­
ción en reivindicación por Organismos Administrativos del Estado. 
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Ello inclusive es una concesión del legislador al propietario, ya que de 
lo contrario sería consignar un despojo en perjuicio del nudo propie­
tario. 

En nuestro medio esta acción en reivindicación está prevista en el 
Decreto 480 7 del año 19 59 . 

DESMEMBRAMIENTO DEL-PUNTO COMERCIAL POR 
APLICACION DEL SUB-ARRIENDO DEL PUNTO COMERCIAL 

Si en cuanto al Derecho de Propiedad se observa una creciente li­
qütación en razón de un proceso de desmembramiento de la noción 
absoluta que la rige, cabe preguntarse : ¿Puede ella acontecer con el 
Punto Comercial? ¿Puede desmembrarse el Punto Comercial a su 
vez? 

Nosotros creemos que no, por la misma naturaleza indivisible del 
Derecho de Crédito, y es que, aún cuando el propietario del Punto 
Comercial puede dejar de disfrutarlo en virtud de un sub-arriendo 
sigue siendo siempre propietario del mismo y puede en virtud de los 
mecanismos del Derecho Común recuperarlo por incumplimiento del 
sub-arrendatario. No hay entonces, desmembramiento del Punto 
Comercial, puede, eso sí, existir una transfere1 cía del mismo y hasta 
gravamen que afecte el derecho de disposición de su propietario. 

1t CONSTITUYEN LOS MEDIOS DE PROTECCION ACCIONES 
PRINCIPALES O INCIDENTALES? 

Es evidente, que no siendo el arrendatario comercial titular de un 
derecho de crédito jurídicamente protegido por la ley no puede pla~­
tear sus acciones por vía principal porque carecerí~ de interés legal o 
por lo menos su acción procesal no revestiría las condiciones exigidas 
por la teoría de la acción en justicia, lo que haría irrecibible su pre­
tensión. Pero en el caso legal de que pudiese reivindicar o garantizar 
su especial derecho no sería más que la derivación de su facultad de 
uso y disfrute de la propiedad alquilada, y es obvio, que si no es 
perturbado por una acción del propietario del inmueble no podría 
plantearle en los tribunales. 

Son incidentales y hasta pueden plantearse reconvencionalmente, 
por que su recibilidad estaría. acondicionada a la existencia previa de 
una acción de reivindicación del inmueble por parte del propietario. 
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Si apreciamos el carácter de la acción incidental del comerciante 
demandado en desah,ucio, es porque la misma nos sirven de base para 
deducir a su favor todo un interés legal encaminado a la proteccióQ. 
jurídica de un bien que necesariamente tiene que ser salvaguardado. 

Siendo estas acciones incidentales, el Tribunal que co~ozca de la 
acción principal en reciliación del contrato y desalojo, será el compe­
tente para conocerlas. 

PUNTO COMERCIAL Y LOS DERECHOS DE LOS TERCEROS 

TEORIA JURIDICA DE LA APARIENCIA · 

En razón de la confusión precedentemente señalada y en virtud de 
que los terceros no deben ser perjudicados con la misma, la doctrina 
en esta materia aplica la ·teoría de la apariencia lo que implica nece­
sariamente que cualquier obligación creada con aquella persona que 
aparenta tener la propiedad del Punto Comercial liga al verdadero pro 
propietario del mismo, sin que esta pueda oponer a los terceros des­
conocimiento alguno de la obligación causada. 7 

La teoría de la apariencia viene a llenar. un gran vacío en las rela­
ciones en tre los terceros y el aparente comerciante poseedor de la co­
sa alquilada y viene con ello a satisfacer a legítimos acreedores, quie­
n-es no tienen ya por. qué indagar la clase de relación que existe entre 
la persona que suscriba las obligaciones y el propietario del mismo. 

TEORIA JURIDICA DE LA PERSONALIDAD. 

Opuesto totalmente a lo anterior, la teoría jurídica de la personali­
dad niega cualquier efecto deducido de la relación de los terceros con 
alguien que no sea realmente el propietario del establecimiento co-
m ercial. ' ' 

Esta teoría constituy~ la noción clásica de responsabilidad contrac­
tual en esta materia, pero ha sido superada en virtud del gran avance 
masificado de la economía. Ha sido incorporada por los eminentes 
trabajos de los procesalistas italianos y alemanes, tales como Came­
lutti. 

TEORIA JURIDICA DE LA CONFUSION. 

Es muy similar a la primera, pero se distingue en cuanto a la oponi-
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hilidad de los efectos de la convención. Mientras en la primera, el 
propietario se ve obligado a las obligaciones contraídas por el propie­
tario aparente. En esta última el propietario puede alegar la inoponi­
bilidad de aquellos actos que se encaminan a confundir su capacidad 
de disponer del establecimiento comercial con su calidad de simple 
poseedor en ejercicio del libre comercio. 8 

TEORIA DE LA CENTRALIZACION 'y DERECHO COMERCIAL. 

Aunque en sus orígenes el Derecho Comercial se levanta bajo pre­
dicamentos, simples reguladores de sencillas relaciones jurídicas entre 
los comercian tes y los terceros, y entre comercian tes entre sí; el mis­
mo desarrollo industrial ha ido generando inumerables instituciones 
que por su misma naturaleza han ido permitiendo la elaboración de 
nuevos campos de especialización que por su misma dinámica ha ido 
proyectándose del cuadro tradicional del Código de Comercio y han 
ido adquiriendo cierta _autonomía deseen tralizadora. 9 

Es el caso del moderno Derecho Financiero que aún cuando regula 
relaciones comerciales no está contemplado en los lineamientos de di­
cho Código. 

No obstante, en razón de la tremenda concentración, que por. efec­
to de la política económica internacional se manifiesta en el campo 
comercial y financiero se observa una tendencia creciente a unificar 
todo lo relacionado con el campo económico de las comunidades na­
cionales e internacionales, a través de una óptica de unificación cen­
tralizadora; ese fenómeno creciente de centralización ha sido refleja­
do en diversas teorías que por tener ese carácter se han denominado 
centralizadoras. 1 0 

Es innegable, que toda tentativa de unificar nociones generales del 
Derecho Comercial robustecerá la noción del Punto Comercial y 
hasta cabe esperar que la misma se incorpore a un Código Intemacio­
nal Privado de Derecho Comercial. 

PUNTO COMERCIAL EN LA REPUBLICA DOMINICANA 

El examen de nuestra historia jurídica demuestra que ya en el pa­
sado se hicieron serias tentativas de legislar en esta materia. Lamen­
tablemente la triste inercia de nuestro legislador ha hecho imposible 
un avance significativo en este ámbito. Abordar este punto implica­
ría un examen de la insuficiencia legislativa en cuanto a la recepción 
del Derecho Francés en nuestro país. 
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Ya en el año 1845 el diputado Heneken por Puerto Plata abogaba 
por una protección especial a los comerciantes establecidos, pero no 
propietarios del •inmueble. Posteriormente en el .año 1859 .se tuvo la 
oportunidad de legislar al respecto, pero· degraciadamente no se hi­
zo.1 1 

Tristemente, el comerciante establecido sigue sin protección algu­
na. Sólo tiene el tímido derecho de ganar un simple plazo para po­
der abandonar voluntariamente el establecimiento que cop tanto 
esfuerzo y sacrificio acreditó durante los mejores años de su vida. 

El proyecto a que hacemos alusión es aquel presentado en la Era 
de Trujillo y a requerimiento de la comisión legislativa del Senado 
Dominicano por el eminente jurista Doucoudray. 

4EXISTE ACTUALMENTE-UNA LEGISLACION DOMINICANA 
AL RESPECTO? -

Lo tratado precedentemente, nos revela que si bien existe, el artí­
culo 6, párrafo 2 de la supraludida ley 40 7 del 19 72, es una dispo­
sicón especial que por más ampliamente que quiera ser interpretada 
la misma, mal podríamos considerarla como Derecho Común en esta 
materia, aunque el esfuerzo no sería en vano. 

Por lo menos en el estado actual de nuestro Derecho Positivo, no 
conocemos niguna institución específica que reglamente el Punto Co­
mercial, salvo lo previsto en la ley 407, y es que nuestro Código Civil, 
fuente de nuestro Derecho Común aún permanece en los límites ar­
caicos que le fijó el legislador de 1804. 

Todavía se sacraliza la propiedad privada y se ahuyenta toda ten­
dencia legislativa abocada a flexibilizar el concepto de "lo mío y lo 
tuyo". 

El Código Civil, no protege ni ampara al comerciante establecido 
ni le otorga oportunidad de beneficiarse de las normas relativas, al 
usufructo y otras instituciones similares. Todavía lo trata como un 
arrendatario, sólo que en virtud del .Decreto 4807 .del año 1959, le 
beneficia con la no resiliación de su contrato por vencimiento del 
mismo. 

Las leyes accesorias, que al respecto son muy pocas, sólo estable­
cen un mecanismo de resiliación del contrato, originalmente estable-
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cido y salvo el beneficio acordado por el mencionado Decreto, otor:. 
gando al comerciante desahuciado en virtud del artículo 5, párra­
fo A y a fines de reconstrucción de la vivienda o reparación de la mis­
ma, según el cual podrá disfrutar de un derecho de preferencia para 
volver ocupar el local si dentro del plazo de 30 días, a contar de la fe­
cha en que el propietario le notifique así se lo manifestare. 

No apreciamos beneficio alguno en lo antes señalado, ni mucho 
menos la existencia de reglas o normas ·encaminadas a dotar a dicho 
comerciante de una titularidad jurídica a opojier a todo el mundo. 

Curiosamente, aunque en Francia, país de origen de nuestra legis­
lación, el Código Civil ha sufrido profundas modificaciones deriva­
das de las transformaciones socio-económicas a que nos hemos refe­
rido, en nuestro país, aún permanece como un muestrario de la inep­
titud de nuestros legisladores, puramente colocados de espaldas al 
porvenir. 

EL PUNTO COMERCIAL EN EL DERECHO COMERCIAL 

Üi curiosa paradoja descrita en el punto anterior, se presenta en 
cuanto a la institución jurídica que tratamos, con caracteres más 
flexibles y claros en esta área de la vida jurídica; ya que mientras en 
Francia existen desde media.dos del siglo pasado realidades legislativas 
que aceptan y reconocen como válidas las notas definitorias del pun­
to comercial, sus obligaciones y relaciones de tal forma que existe ya 
legislación excepcional que lo rige con caracteres imperativos. En 
nuestro país, que sepamos, no ha penetrado la más tímida reforma, 
no digamos ya legislativa, sino siquiera doctrinaria. Sin embargo, 
cabe destacar que en proyectos legislativos encaminados a la modifi- · 
cación de nuestro Código de Comercio existen tentativas abocadas a 
reconocer el Punto Comercial, como· obligaciones y deberes a estable­
cer accesoriamente a las regulaciones de alquiler entre el propietario 
el bien inmuebles y el comerciante arrendatario. 

Es posible que la poca ·evolución comercial del país haya impedido 
que se cristalizara esta tentativa legislativa. 

INEXISTENCIA LEGISLATIVA EN NUESTRO PAIS. t.:RITICAS. 

Reiteramos que en el estado actual de nuestro Derecho Positivo no 
existe ninguna previsión legislativa al respecto. Ratificamos igual­
mente, que ello obedece, no obstante, a una desidida del legislador 
dominicano como a causas exógenas que dependen esencialmente de 
la existencia material de la sociedad. 
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Entendemos, casi indispensal,le la aparición de toda una estructura 
legislativa que norma y sanciona en forma eficaz el hecho jurídico 
y evidente del· Punto Comercial en nuestro país. Ello es necesario 
porque el legislador deja 'reflejarla máxime si se toma en considera­
ción que la ignorancia legislativa en este sentido ha sido la fuente de 
arbitrariedades incontables y ha frenado en gran medida el desarrollo 
de las fuerzas productivas encarnadas en el comerciante urbano y ru-
ral. · 

Todo ello evidencia las profundas fallas de nuestro Derecho Co­
mercial Privado. Como por ejemplo hasta ahora que sepamos, no 
existe una clara diferencia entre el denominado "fondo de comercio" 
y el Punto Comercial. · 

Esto obedece a que el fenómeno jurídico que es materia de la pre-­
sen te investigación tiene en Francia la denominación legal de "Fondo 
de Comercio", mientras que en nuestro país se conoce como "Punto 
Comercial". Pero podría acontecer que aún identificándose la mis­
ma noción con ambas expresiones, en nuestro medio con sus c,irac­
terísticas peculiares tuviera otros elementos no contemplados por el 
legislador francés. 

En términos generales, no existe diferencia alguna entre ambos 
términos, pero en términos particulares a nuestra opinión, que se 
aprecian en nuestro país, factores no contemplados en otras legisla­
ciones al respecto. Por ejemplo, es el caso de la ley 407 de 19 72 que 
le concede al establecimiento comercial del detallista expedidor de 

. gasolina el beneficio de indemnización por su "punto comercial" al 
término del vencimiento de su contrato de arrendamiento suscrito 
por el Mayorista. Esto le deduqe una "acción incidental' al propie­
tario del Punto Comercial o gasolinera pues sólo podría exigir indem­
nización cuando el Mayorista denuncie por vía principal el venci­
miento del contrato. 

En Francia, "el punto comercial" o "fondo comercial" no tiene 
una reglamentación específica e individualizada, como es el caso 
antes indicado en nuestro país, sino que el fenómeno jurídico men­
cionado tiene una reglamentación general y absoluta. 

Otra característica peculiar del asunto, es que la Cesión de Crédi­
to, en nuestro país, no puede operarse en cuanto al Punto Comercial 
por parte de su propietario a menos que no sea con el consentimiento 
del propietario del inmueble, mientras que en Francia, por los mis-
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mos términos absolutos de la ley al respecto ello puede operar sin la 
intervención legal del propietario del inmueblé. 

En nuestra opinión, se requiere una urgente modificación del pre­
sente Código de Comercio, a fin de que contemple en fonna institu­
cional la existencia del establecimiento comercial como un derecho 
definido de crédito del comerciante arrendatario, a fin de que éste 
pueda, llegado el caso, reivindicar no solamente la inversión material 
que ha realizado en el inmueble alquilado sino también el pasivo mu­
tante que le pertenece como patrimonio incorporal frente a los ter­
ceros y al propietario del inmueble alquilado·. 

Entendemos, que esta modificación de nuestro Código de Comer­
cio debe ser realizada, por lo menos en este punºto en particular, to­
mando en consideración, con un generoso espíritu de técnica legisla­
tiva, todo lo desarrollado al respecto en Francia, país ·de origen de 
nuestra legislación, al igual que las modalidades concretas aportadas 
por la experiencia comercial de Latinoamérica. 
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DOCTRINA 
NULIDAD DE LAS SOCIEDADES COMERCIALES 

POR DEFECTO DE PUBLICIDAD 
Artículo 42 Párr. 3ro. C. de C. 

María Elisa Llaverías* 

A diferencia de las sociedades civiles, las sociedades comerciales, 
excepto las sociedades en participación, deben ser objeto de publi­
cidad . La ley dispensa de publicidad a las sociedades en participa­
ción porque ellas tienen un carácter oculto, no tiene razón social, 
la sociedad no constituye una personalidad jurídica distinta a la de 
los socios. · · 

Una vez que toda sociedad comercial se ha constituido, o sea que 
ha llenado todos los requisitos necesarios, se tiende a olvidar el úl­
timo paso a dar y sin el cual la compañía, que ha sido legalmente 
constituida y que por tanto es existente en derecho, puede estar vi­
ciada de nulidad. Nos referimos a la publicidad . Esta publicidad se 
efectúa por lo esencial de la constitución; pero debe ser completa­
da en el curso de la vida social a fin de que todo el tiempo se de a 
conocer el estado actual de la sociedad. 

La publicidad conserva pues su utilidad después de la constitución 
de la compañía: ella (la publicidad) da a los terceros las indicaciones 
sobre el desarrollo de todos los aspectos de la vida social que les in­
teresan, como por ejemplo, las modificaciones de los estatutos y la 
indicación de quienes son las personas que tienen calidad para com­
prometer la sociedad. 

Estas formalidades de publicidad que están contempladas en el Ar­
tículo 42 del Código de Comercio, también se aplican a las socieda­
des civiles que estén revestidas de una forma comercial. 

El Artículo 42 del Código de Comercio dispone que "dentro del 
mes de la constitución de toda compañía comercial se depositará, en 
las secretarías del juzgado de paz y del tribunal de comercio del lugar 
en que la compañía se encuentre establecida; ..... En el mismo térmi-

*Licenciada en Derecho UCMM, 1981. 
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no de un mes se publicará, en uno de los periódicos del lugar, si los 
hubiere, y si no, en uno del lugar más inmediato, un extracto del do-
cumento constitutivo y de los documentos anexos .... .... " Así mismo, 
dicho artículo, en la parte infine de su párrafo tercero dispone que 
"las formalidades prescritas por el presente artículo deberán obser­
varse bajo pena de nulidad, con respecto a los interesados ... ' 

Es evidente que existe una gran disparidad de criterios en cuanto a 
la aplicación del Artículo 42 del Código de Comercio, o más bien en 
lo que conllevaría el incumplimiento de dicho artículo; ya sea porque 
tanto los depósitos legales y/o la publicación en el periódico, sean 
efectuados fuera del plazo legal (de un mes) o porque no se han realizado. 

Si hacemos un análisis detallado de la disposición legal precitad c),, 
notaremos que dicho artículo 4 2 no especifica ni deja abierta la más 
mínima brecha, de si puede alguna circunstancia dispensar el cumpli­
miento del mismo, sino que, de una manera precisa, establece que el 
incumplimiento de las formalidades por él prescritas del;)erán ser 
cumplidas bajo pena de nulidad En este sentido hay autores que opinan: 
"las 'irregularidades cometidas en las formalidades de publicidad, pue­
den también causar la nulidad de la sociedad, la cual puede ser pedida 
en todo estado de causa por vía de excepción o de demanda inciden­
tal" (1) 

Cabe preguntarse entonces, cuál es la verdadera naturaleza jurídica 
de esta nulidad . Para determinarla, la mayoría de los autores se limi­
tan al examen del texto legal que pronuncia la nulidad. Lyon- Caen 
y Renault ven en el contenido del texto una nulidad de orden públi­
co: "La nulidad por defecto de publicidad no puede ser cubierta por 
la ratificación expresa de los asociados o por la ratificación tácita re­
sultante de la ejecución dada al acto ,de sociedad... En fín , como se 
trata de una nulidad de orden público, la acción en nulidad no puede 
extinguirse por ninguna prescripción ... ' 1(2) Otros autores, en cam­
bio consideran-al decir de Lacour-y Bouteron-que lo que consagra dicho 
texto es una nulidad sui generis; y finalmente para Thaller y Percerou 
no se trata siquiera de una nulidad , sino más bien de una caducidad: 
"Existen entre esta nulidad y la nulidad absoluta del derecho civil , 
varias diferencias, que son las que nos han inducido a calificarla como 
una I).ulidad sui generis ... Según MM. Tnaller et Percerou (no.366), no 
se trata en realidad de una nulidad: la sociedad caduca como conse­
cuencia de una omisión posterior a su fundación . 'K3 ). 

A nosotros nos parece, al igual que la posición adoptada por lama­
yoría de los autores que no se trata de una nulidad <!bsoluta, pues las 
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características de esta nulidad que son su oponihilidad por todo in­
teresado, su no confir~abilidad y su imprescriptihilidad1 no son pre­
cisamente las características de la nulidad que establece el Artícu- ' 
lo 42 párrafo tércero del Código de Comercio. Ya que es dicho artí­
culo que establece, que para oponer esta nulidad hay interesados, 
cuando dice: "Las formalidades prescritas por .el presente artículo 
deberán observarse, bajo pena de i;iulidad, con respecto a los intere­
sados; pero los socios no pcx:lrán oponer a terceras personas la omi­
sión de ninguna de ellas. ' Ciertamerite, como bien expresa el Pro­
fesor Antonio Tellado " .. .la sociedad que .no ha recibido la publici­
dad prevista. por la ley no es por eso inexistente en derecho; ella es 
sólo viciada de una nulidad relativa ... ' ( 4) · 

Luego, dejando ge lado la teoría de la i;iulidad absoluta, por las 
razones ya sefialadas y la de la caducidad, en apego al texto legal que 
cita el término nulidad, podemos concluir de acuerdo con la mayoría 
de los autores, diciendo que se trata de una nulidad relativa; y si re­
cordamos los principios del Derecho Común, vemos que la nulidad es 
relativa porque sólo los interesados pueden pedirla; y que tal y como 
ha dicho nuestra Suprema Corte de Justicia : "la nulidad o la anula­
ción de una sociedad comercial no se realiza de pleno derecho" y 
cuando ella no es solicitada formalmente por cualquier interesado 
funcionará válidamente como sociedad de hecho conforme a sus es­
tatutos .. ; pero sí pcx:lrá ser invocada en cualquier momento por los 
i!lteresados. (5) 

Como hemos visto, tanto el texto legal como la doctrina y la juris­
prudencia, al referirse a la nulidad que puede afectar a las sociedades 
comerciales que no cumplan 'con los requisitos de publicidad hablan 
de los interesados, por tanto es preciso entonces que analicemos quié­
nes son esos interesados o a quiénes se pueden considerar como tale~. 

De acuerdo a lo que dicen Lacour y Bouteron, la parte del Artícu­
lo 42 del Código de Comercio que dice "bajo pena de nulidad con 
respecto a los interesados" se interpreta: con respecto a tcx:los los 
que tiene interés en que la sociedad sea anulada; pero también dicen 
los autores que no basta un interés pecuniario, sino que se exige un 
interés jurídico y legítimo; y este interés corresponde a los acreedo­
res sociales, a los socios y a los acreedores de estos últimos y de 
acuerdo a la jurisprudencia francesa, criterio que ha sido· asimilado en 
nuestro medio, también son interesados los acreedores personales de 
los socios; otros interesados son el síndico de la quiebra y el liquida­
dor de la sociedad en sus calidades de representantes de los accionis-
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tas, los propietarios de parte de fundador o partes beneficiarias, los 
deudores de la sociedad o los personales de los socios, los terceros 
cuyo interés se derive de un contrato celebrado c.on la sociedad. Es­
tos interesados podrán pedir la nulidad de la sociedad con sólo pro­
bar su calidad, es decir con d~mostrar que están provistos de un inte­
rés jurídico y legítimo, resultante de sus relaciones con la misma o 
con los socios; no es necesario que la persona que acciona en nulidad 
justifique un perjuicio. 

Ahora bien, cuál sería !a situación que se presenta ría si los depósi­
tos legales y /o la publicación son efectuados fu era del plazo que esta­
blece el Artículo 42 del Código de Comercio. En Francia , tanto la 
doctrina como la jurisprudencia se han mostrado unificadas al respec­
to y ha considerado que una publicación tardía obstaculiza la acción 
en nulidad que no había sido intentada previamente. En otras pala­
bras podemos decir que una publicación tardía cubre a la sociedad 
del vicio o irregularidad. Por analogía podemos d~cir entonces, que 
lo mismo sucede con un depósito realizado fuera del plazo legal. 

A este respecto, maestros como Lyon-Caen y Renault han dicho: 
"que la publicidad realizada después del plazo legal no puede anona­
dar el derecho a pedir la nulidad que habían adquirido los acreedo­
res anteriores, ni hacer caer la demanda en nulidad ya formada por 
uno de los socios; pero admiten asimismo que una vez realizada la 
publicidad, ni estos últimos podráh ejercer la acción en nulidad ni 
los terceros que posteriormente traten con la sociedad podrán ale­
gar el cumplimiento tardío de la doble formalidad". (6) 

En ese sentido, también 'ta legislación francesa ha mantenido el 
mismo criterio •; la Ley del 24 de julio de 186 7 en su Artículo 58, es­
tablece lo siguiente : 

La inobservancia de las formalidades de depósito y publicidad 
prescritas por los artículos precedentes entrañará la nulidad de la 
sociedad, bajo reservas de las regulaciones previstas por e.l Artícu­
lo 8.- Sin embargo, los asociados no podrán prevalerce frente a 
los terceros de esta causa de nulidad. ( 7) 

Cuál es sin embargo, la situación en nuestro medio? Parecería ser , 
que existe una cierta disparidad de criterios cuando el Profesor Ma­
nuel Ubaldo Gómez expresa que "incumplidas las formalidades de la pu­
blicidad duran te el término fijado por la ley, procede la aplicación de los 
dispuestos por el artículo 42- 3o., C. de Com. Se trata pues, de un térmi­
no fatal, o dicho de otra forma, una publicación tardía -o un depósito 
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extemporáneo- no cubre la irregularidad." (8). Sin embargo, noso­
tros creemos que en realidad tanto nuestra legislación como nues­
tros autores han dado paso a la posición francesa, con la publicación 
de la Ley No. 1145 del 21 de agosto de 1936, que agregó el siguiente 
párrafo al Artículo 64 del Código de Comercio : "La acción en nuli­
dad de cualquier sociedad por acciones, y la acción en nulidad ,de los 
actos y deliberaciones posteriores a su constitución, cesa de ser reci­
bible cuando, antes de la introducción de la demanda, la causa de la 
nulidad ha dejado de existir." ' 
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JURISPRUDENCIA 
Sentencia del 29 de Enero de 1986 

Materia: Procedimiento Civil 

La Suprema C~rte de Justicia, después de haber deliberado, y vistos los textos 
legales invocados por el recurrente, y los artículos 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro­
cedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en los documentos a que ella 
se refiere, consta ; lo siguiente: a) que con motivo de una demanda en nulidad 
del procedimiento de venta y adjudicación, incoada por el recurrente contra los 
recurridos, la Cámara de lo Civil y Comercial de la Segunda Circunscripción del 
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, dictó el 3 de marzo de 1980, 
una sentencia con el siguiente dispositivo:- "FALLA: PRIMERO: Ratifica el 
defecto pronunciado en audiencia contra el co-<iemandado Francisco Sugenio 
Aguiar Báez, por falta de comparecer ; Segundo : Rechaza las conclusiones pre­
sentadas en audiencia y de manera incidental, por el demandante Ramón Soria­
no Rivera, por las razones expuestas precedentemente; Tercero : Acoge en todas 
sus partes las conclusiones presentadas en audiencia por la ca-demandada La Fi­
nanciera Hipotecaria Universial, S. A, por ser justa y reposar en prueba legal, y 
en consecuencia : al rechazar la comunicación de documentos que fuera solicita­
dos por la parte demandante, Declara la caducidad de la demanda en nulidad de 
la subasta y adjudición del inmueble que fuera embargado y de que se trata y cu­
ya demanda fuera introducida mediante acto de Alguacil de fecha 15 de 1979, 
copiado anteriormente, por ser dicha demanda extemporánea y violatoria de las 
disposiciones contenidas en el artículo 729 del Código de Procedimiento; Cuar­
to : Condena al demandante Ramón Soriano Rivera al pago de las costas, distra­
yendo las mismas en provecho de los señores Luis Mariano Alvarez Alanzo y Fé­
lix Antonio Brito Mata, quienes afirman estarlas avanzando en_ s_µ totalidad: 
Quinto : Comisidna al Mirústerial Manuel B. Carrasco Curie!, alguacil de Estrados 
de es~e Tribunal , para la notificación de esta sent.encia" ; b) que sobre el recurso 
interpuesto intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el si­
gu iente: " FALLA : PRIMERO: Admite como regular y válido el recurso de 
apelación interpuesto por Ramón Soriano Rivera, contra sentencia de fecha 3 de 
marzo de 1980, dictada por la Cámara Civil y ·c omercial de la Segunda Circuns­
cripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por haber sido 
hecho en tiempo hábil y de acuerdo con las demás form alidades ; SEGUNDO: 
Da acta a la intimada Financiera Hipotecaria Universal, S. A, que concurre a la 
audie ncia en calidad de adjudicataria del inmueble subastado, por haber sido em­
plazada en la indicada calidad ; TERCERO : Rechaza íntegramente las conclusio­
nes de la parte intimante señor Ramón Soriano Rivera, acoge en todas sus partes 
las de la parta intimada Financiera Hipotecaria Universal, S. A , y en consecuen­
cia confirma en todas sus partes la sentencia apelada, por haber sido dictada con-
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fon.ne a derecho; CUARTO: Condena a la parte recurrente Ramón Soriano Ri­
vera, al pago de las costas, con distracción de las mismas en provecho de los Dres. 
Luis Marino Alvarez Alonzo y Félix Antonio Brito Mata, abogados que afirman 
estarlas avanzando en su totalidad" ; 

Considerando, que en el desarrollo de su primer medio de casación el recu­
rrente alega, en síntesis, a) que ante el tribunal del primer grado él presentó con­
clusiones formales en el sentido de que la demandada compareciente, le comunica­
ra todos los documentos de que haría uso en el litigio, en especial los originales 
de la sentencia de adjudicación y del acto de su notificación, a fin de su examen 
y confrontación con los que les fueron notificados; que la Corte a-qua, así como 
la jurisdicción de primer grado, rechazaron tal solicitud sobre el fundamento de 
que los documentos cuya comunicación se demandaba eran comunes a ambas 
partes y no aportaban ningún elemento nuevo a la litis; que al proceder así la 
Corte a-qua violó los artículos 4 9 y 50 de la Ley No.834 de 197 8; b) que ante la 
jurisdicción del primer grado el recurrente se limitó a forrrrular conclusiones en 
el sentido de que se ordenara una comunicación de documentos, sin concluir so­
bre el fondo de la litis, sin embargo, dicha jurisdicción después de haber aplaza­
do el fallo sobre el incidente, por haberse hecho éste controvertido, lo decidió 
juntamente con el fondo, mediante su sentencia del 3 de marzo de 1980, sin dar 
oportunidad al recurrente de discutir el fondo del asunto y producir conclusio­
nes respecto al mismo; que la Corte a'..qll;ll en la sentencia impugnada ratificó esa 
forma de proceder, al confirmar la sentencia apelada con adopción de sus moti­
vos ; que al actuar de tal manera se violó el derecho de defensa del recurrente y 
el artículo 343 del Código de Procedimiento Civil ; 

Considerando, en cuanto al alegato señalado con la letra a), que el examen de 
la sentencia impugnada pone de manifiesto que los Jueces del fondo para recha­
zar el pedimento de comunicación de documentos, se basaron en que los mismos 
eran comunes a las partes y no aportaban ningún elemento nuevo a la litis ; que al 
expresarse así lo que en definitiva quisieron decir fue que los documentos cuya 
comunicación se solicitaba eran conocidos por ambas partes, por lo cual la co­
m~nicación resultaba frustratoria ; que : efectivamente, cuando los documentos 
a comunicar son conocidos por las partes en litigio, no procede ordenar su comu­
nicación; que al decidirlo así los jueces del fondo no incurrieron en las violacio­
nes que se denuncian en el presente alegato, por lo cual el mismo carece de fun­
damento y debe ser desestimado; 

Considerando, en cuanto al alegato contenido en la letra b) que el examen 
del expediente revela que ante la jurisdicción del primer ·grado el recurrente 
circunscribió sus conclusiones a solicitar una comunicación de documento, 
sin concluir sobre el fondo ni haber sido puesto en mora para ello, que en 
esa situación dicho tribunal decidió tanto el incidente de comunicación de 
documentos como el fondo del asunto, por una sola sentencia; que esa cuestión 
fue planteada ante la Corte a-qua al solicitársela la revocación de la sentencia 
apelada, en base a tal circunstancia, pero dicha Corte rechazó ese planteamiento 
al confirmar en todas sus partes la indicada sentencia; 

Considerando, que si bien es verdad que los jueces del fondo pueden mediante 
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una sola sentencia, pero pbr disposiciones distintas, decidir, tanto los incidentes 
procesales que sean promovidos, como el fondo del asunto, esto es así cuando las 
partes hayan concluído'sobre el fondo o puestas en mora de hacerlo; que esta 
solución se impone, por respeto al derecho de defensa de las partes, en razón de 
que a partir de la entrada en vigencia de la Ley No.845 de 1978, el recurso de 
oposición contra las sentencias en defecto ha sido ampliamente restringido, lo 
que milita en favor de una interpretación de la Ley, que asegure a las partes la 
posibilidad de exponer su respectivos medios de defensa y ataque ; que al no ad­
mitirlo así la Corte a-qua violó el derecho de defensa del recurrente, por lo cual 
la sentencia impugnada deber ser casada, sin necesidad de examinar el otro me­
dio del recurso; 

Considerando, que cuando la casación se pronuncia por violación de normas 
legales cuyo cumplimiento está a cargo de los jueces, las costas pueden ser com­
pensadas; . . 

Por tales motivos, Primero: Cua la sentencia. 
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LEGISLACION 
Ley No. 69 sobre 

INCENTIVO A LAS EXPORTACIONES 

Art. 1.- Por medio de la presente ley se establece un incentivo especial en be­
neficio de los exportadores de productos no tradicionales, orientado fundamen­
talmente a aquellos productos con un alto contenido de valor agregado nacional 
que determinará el Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción de 
Exportaciones (CEDOPEX). 

P ARRAPO I: Quedan excluidos de los beneficios de esta ley, las exportacio-
nes de,los siguientes productos: 

Azúcar crudo, mieles finales, furfural ; 
Café en grano; 
Café molido o tostados; 
Cacao en grano; 
Licor de Cacao, torta de cacao y manteca de cacao; 
Tabaco en rama; 
Ferroníquel; 
Bauxita; 

- Doré (Oro y Plata) en cualquier forma; 
Petróleo y sus derivados, excepto de la Industria Petroquímica; 
Minerales no procesados ni transformados; . 
Los productos usados o desperdicios que se exporten y que generen ganancias 
derivadas de su comercialización; 
Cualquier otro producto que a juicio de dicho Consejo deba ser excluido. 

PARRAFO II : Quedan igualmente excluidos de los beneficios de esta ley, las 
exportaciones de bienes producidos por aquellas industrias clasificadas en la Ca­
tegoría "A" bajo la Ley No. 299, de_Incentivo y Protección Industrial; los mine­
rales e ~idrocarburos que se rigen por leyes especiales. 

P ARRAPO III : El Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción 
de Exportaciones (CEDOPEX) podrá por resolución motivada, excluir de los be­
neficios de esta ley las exportaciones de cualesquiera otros productos que a su 
juicio dejen de revestir el carácter de exportaciones no tradicionales. 

Art. 2.- Para los efectos de esta ley, se considerará importación de carácter 
temporal la entrada en territorio aduanero, con suspensión de derechos e impues­
tos de determinadas mercancías para ser reexportadas dentro de un plazo no ma­
yor de doce (12 ) meses y después de haber sufrido una transformación, un pro­
ceso de elaboración o una reparación. 
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' 1 

Dentro de este régimen se podrán internar en dicho territorio las siguientes 
mercancías: · 

a) Materias primas; 
b) Productos semi-manufacturados; 
c) Productos terminados que sean insumo de otros artículos finales fabrica­

dos, elaborados o ensamblados en el país; 
d) Envues y materiales de empaque; 
e) Moldes, matrices, piezas, partes, utensilios y otros dispotitivos cuando sir­

van de complemento de otros aparatos, máquinas o equipos destinados a la 
exportación. 

P ARRAPO I: Para los fines de aplicación de este régimen, se comiderarán 
importaciones de carácter temporal, ademáa, los productos que se destinen a 
reexportación con un valor agregado nacional 

P ARRAPO 11: Los interesados en acogerse a este régimen, tendrán que cum­
plir con los siguientes requisitos: 

a) Presentar ante las autoridades_ aduanales la Licencia Especial de Exporta­
dor prevista en esta ley; 

b) Presentar ante la Colecturía de Aduanas correspondiente, una fianza ban­
caria o de una compañía aseguradora que cubra el monto total de los dere­
chos e impuestos aduaneros que podrían derivarse de su definitiva importa­
ción. 

P ARRAPO 111: El Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción 
de Exportación (CEOOPEX), no autorizará la importación temporal de los pro­
ductos arriba indicados, cuando los mismos se produzcan en el país en can.tidad, 
calidad y precios competitivos con el productos extranjero. 

Art. 3.- Las actividades de exportación de alto interés nacional podrán ser 
beneficiadas con un Certificado de Abono Tributario (CAT), por un monto no 
mayor de 15 o/o del precio F.O.B. , C. y F. , o. C. I.F., si se utilizan, en los últi­
mos dos casos, empresas nacionales de traasporte o de transporte y seguro, res-
petivamente, en cada exportación que se realice al amparo de esta ley. • 

P ARRAPO I: En el caso de productos conteniendo un alto porcentaje de in­
sumos agropecuarios de origen nacional y que requiera de un mayor incentivo 
para poderse exportar, podrá concendérseles un Certificado de Abono Tributario 
(CAT) por w:i monto de hasta un 25 o/o del precio F.O.B., C y Fo C.I.F., de ca-
da exportación que se realice al amparo de esta ley. ' 

P ARRAPO 11: Los Certificados de Abono Tributario (CAT) será impresos 
por la Secretaría de Estado de Finanzas, en formularios especiales y numerados 
en orden sucesivo, en origµlal y cuatro (4) copias. 
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P ARRAFO III: Los Certificados de Abono Tributario (CAT) deberán conte-
ner los datos siguientes: 

1) Número del Certificado de Abono Tributario (CAT); 
2) Fecha de expedición; 
3) Nombre del beneficiario y número de su Licencia Especial de Exportador; 
4) Monto de Abono Tributario; 
5) Nombre de la nave aérea marítima o vehículo terrestre en que fueran ·ex-

portados los productos y/o destino; , 
6) Fecha de exportación; 
7) Cantidad y artículos exportados; 
8) Valor F.O.B., C. y F. o C.I.F. de la expo1tación; y 
9) Número y fecha de la Resolución dictada por el Consejo Directivo del Cen-

' tro Dominicano de Promoción de Exportaciones (CEOOPEX)'. mediante la 
cual se otorgó el Abono Tributario . 

PARRAFO IV: El Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción 
de Exportaciones (CEDOPEX) expedirá el correspondiente Certificado a favor 
del exportador, después de verificar q_ue el producto ha sido debidamente expor­
tado, previa presentación, por parte del exportador de los documentos que acre­
diten haber cumplido estos requisitos con la Dirección General de Aduanas y el 
Banco Central de la República Dominicana. 

Art. 4.- Los exportadores que deseen acogerse, a los beneficios de _ esta ley 
deberán proveerse de una Licencia Es.pedal que otorgará el Consejo Diréctivo del 
Centro Dominicano de Promoción de Exportaciones (CEDOPEX). 

PARRAFO I: Los interesados deberán presentar su solicitud al respecto en 
los formularios y con los datos que requiera el Consejo Directivo del Centro Do­
minicano de Promoción de Exportaciones, (CEDOPEX). Los datos y declaracio­
nes contenidos en dichos formularios se harán bajo la fe de juramento. 

P ARRAPO II: La Resolución que dicte el Consejo Directivo del Centro Do­
minicano de Promoción de Exportaciones (CEDOPEX), al otorgar una Licen­
cia Especial, deberá ser motivada y de la misma se deberá remitir copia al Banco 
Central de la República Dominicana y a la Secretaría de Estado de Finanzas para 
lo fines de los controles de exoort~i6n corresPOndientes. Asimismo, copia de 
dicha resolución deberá remitirse a la Secretaría de Estado de Industria y Comer­
cio, para los fines de su información y competencia. 

Art. 5.- Los ~macenes Generales de Depósitos, autorizados de conformi­
dad con la_ Ley de Fomento Agrícola No. 6186, y sw modificaciones, podrán 
cubrir mercancías en proceso de elaboración, de acondicionamiento, de fabri­
cación o listas para la exportación. 

Estos Certificados de 0:pósitos podrán ser negociados p~r los exportado­
res ante la banca comercial. 
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Art. 6.- Los Certificados de Abono Tributario (CAT) podrán ser utiliza­
dos por el benefic,iario o su endosatario para el pago de impuestos nacionales o 
redención de cualquier deuda o compromiso frente al Estado, por lo cual debe­
rán ser aceptados por todas las oficinas recaudadoras del Estado. 

Serán documentos expresados en moneda nacional, libremente negociables, 
no .computables como ingreso sujetos al pago de Impuestos sobre ·la Renta y 
redimibles desde su expedición. 

Art. 7.- La Junta Monetaria podrá, considerando las recomendaciones del 
Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción de Exportaciones 
(CEOOPEX), liberar del cumplimiento de las obligaciones de entrega de divi­
sas al Banco Central de la República Dominicana, señaladas en la Ley No . 251, 
del 11 de mayo de 1964 y sus modificaciones, los in~esos provenientes de las 
exportaciones de productos no tradicionales, señalados en el Artículo No. 1 
de esta Ley. De igual manera, y mediante el cumplimiento de los requisitos an­
tes señalados, la Junta Donetaria mediante la resolución motivada, determinará 
el porcentaje de las divisasJeneradas por las exportaciones, que deberán ser en­
tregadas por el exportador Banco Central. 

P ARRAPO: La Junta Monetaria queda facultada ·para crear los mecanismos 
y procedimientos necesarios que permitan el cumplimiento de este artículo. 

Art. 8.- Se define como "CONSORCIO DE EXPORTACION'' al conjunto 
económico compuesto por exportadores asociados con cualesquiera de los si­
guientes objetivos: 

a) Comercializar un producto, o una lfuea de productos similares, a los mercados 
internacionales; . 

b) Comercializar diferentes productos , a un mercado internacional específico. 

P ARRAPO UNICO: Para los fines dé aplicación de ~ste artículo, se enten­
derán por "Productos" todos los bienes y servicios, tangibles e intangibles ,. sus­
ceptibles de ser comercializados en mercados externos. 1 

Art. 9.- Los Co!!5orcios de Exportación gozarán de un tratamiento preferen­
cial, por parte del Estado Dominicano, en el fomento de sus actividades comer­
ciales. Específicamente, podrán ser beneficiados por Certificados de Abono Tri­
butario (CAT), de los señalados en el Artículo 3 de esta Ley, hasta un límite del 
diez por cient~, (10 o/o) del valor F.O.B., C. y F. o C.I.F. de sus exportaciones. 

Art. lD.- Corresponderá al Consejo Directivo del Centro Dominicano de Pro­
moción de Exportaciones (CEDOPEX) mediante resolución motivada, clasificar 
a las entidades comerciales como Consorcio de Exportación. La resolución en 
cuestión deberá definir clar~ente los mercados y productos a ser comercializa­
dos por el Consorcio y los beneficios fiscales correspondientes. 
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Art. 11.- Serán condiciones indispensables para que una entidad comercial 
pueda ser clasificada como Consorcio de Exportación: · 

a) Cumplir con las restricciones de productos señalados en el Artículo lro. de es-
ta ley; · 

b) Poseer como participantes en los derechos de propiedad de la entidad comer­
cial a por lo menos cuatro (4) personalidades jurídicas que no estén relaciona­
das entre sí consanguíneamente y que mantengan independencia mutua en lo 

, que se refiere a los derechos de propiedad. 

P ARRAFO I: Se define como independencia de propiedad entre dos entida­
des, cuando una de ellas no tiene una participación mayor de un treinta por cien­
to (30 o/o) en los derechos de propiedad de la otra. 

P ARRAFO II: En casos excepcionales y sólo cuando no exista en el país la 
cantidad necesaria de empresas para cumplir con las estipulaciones del inciso b) 
de este Artículo, el Consejo Directivo del Centro Dominicano de ProJlloció~ 
(CEDOPEX) podrá proceder a la clasificación de una entidad comerciál como 
Consorcio de Exportación, pero nunca sin que esté compuesta al menos por dos 
(2) participantes en similares condiciones. 

c) Someter una solicitud al Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promo­
ción de Exportaciones (CEDOPEX) y corresponder a las solicitudes de infor­
mación y datos que dicho Organismo pueda requerir para motivar su decisión, 
incluyendo aquellas que demuestren la solvencia moral y financiera de los par­
ticipantes. 

Art. 12.- El Centro Dominicano de Promoción de Exportaciones (CEDOPEX) 
a través de sus máximos organismos de dirección, fomentará el establecimiento 
de "Consorcios de Exportación" formadas principalmente por pequeños ,y me­
dianos productores, asociados o no, con el objeto de fortalecer su capacidad ex­
portadora y lograr así el incremento de sus niveles de ingreso. 

Art. 13.- Ninguna persona o entidad jurídica cuya licencia de exportación 
haya sido revocada, podrá ser participante de un Consorcio de Exportación. 

Art. 14.- Toda persona física o moral beneficiada de los incentivos que se esta­
blecen en la presente ley, que mediante cualquier maniobra fraudulenta viole o 
intente violar las disposiciones de las mismas, será castigada con una pena no me­
nor de seis (6) meses de prisión, ni mayor de dos (2) años, o una multa igual al 
doble de los derechos o impuestos que hubiese dejado de pagar o del Certificado 
de Abono Tributario obtenido o ambas penas a la vez. Asimismo, serán respon­
sables del pago de los derechos o impuestos correspondientes, sin perjuicio de 
cualesquiera otras persecuciones judiciales .previstas por la ley . . En caso de con­
dena a una pena privativa de libertad, cuando se trate de personas morales, ésta 
se aplicará a quien ostente la representación de la misma ya sea en su calidad de 
Director, Gerente, Administrador o bajo cualquier otto título. 
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P ARRAPO I: Las personas o empresas que sean condenadas como cómplice 
de las infracciones sancionadas por este artículo, serán solidariamente responsa­
bis de las penas pecuniarias establecidas en el mismo. 

P ARRAPO II: El Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción 
de Exportaciones (CEOOPEX) suspenderá temporalmente la Licencia de Expor­
tador a toda persona física o moral sometida por violación a las disposiciones de 
la presentel~ y una vez que haya una sentencia condenatoria definitiva, proce­
da a la cancelación de la misma. ' 

P ARRAPO Im Los Colectores de Aduanas, por sí mismos o a requerimiento 
del Consejo Directivo del Centro Dominicano de Promoción de Exportaciones 
(CEOOPEX) comprobarán las infracciones a la presente ley, levantarán el Acta 
de lugar y apoderarán del caso al Procurador Fiscal del Distrito Judicial corres­
pondiente, para la puesta en movimiento de la acci6n pública. 

Art. 15.- La aplicación de esta ley estará a cargo del Consejo Directivo Del 
Centro Dominicano de Promoción de Exportaciones (CEOOPEX) y sw funcio­
nes y atribuciones serán ejercidas a través de los órganos instituidos por la Ley 
No. 137, de fecha 21 de mayo de 1971, que creó el Centro Dominicano de Pro­
moción de Exportaciones (CEOOPEX) y de acuerdo con la forma y mecanismos 
señalados en la misma. 

Art. 16.- El Poder Ejecutivo dictará los reglamentos que fueren necesarios 
para la aplicación de esta ley, dentro de un plazo de sesenta (60) días a partir de 
su fecha de promulgación. 

Art. 17 .- La presente ley deroga en cuanto sea necesario cualquier otra dispo­
sición que le sea contraria, incluyendo la Ley No. 595 , del 22 de iulio de 1970, 
sobre Compensación de Impuesto e Instructivo para su aplicación. 

Promulgada el 16 de Noviembre de 1979. 

( 
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